
El secuestro en Colombia: . . ~ ~ . 
una aprox1mac1on econom1ca 

en un marco de Teoría de Juegos 

l. INTRODUCCIÓN 

A. Algunas estadísticas del secuestro en Colombia 

Desde mediados de la década de los 80 el secuestro 

en Co lombia ha venido crec iendo a tasas muy ele­

vadas. Entre 1985 y 1998 el número de secuestros 

reportados se multiplicó por nueve y para el mismo 

período la cifra por cada millón de hab itantes pasó 

de 9 a 80 (Gráfi co 1 ). 
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Entre enero de 1996 y el 31 de ju 1 io del presente 

año habían sido reportados 6.444 casos de secuestro 

en Co lombia, de los cuales 5.800 fueron cometidos 

contra población civil y 644 contra personal de las 

fuerzas armadas. De los casos cometidos contra la 

poblac ión civil, 81,2% (4.711 ) tenían fines de ex­

torsión económica y 18,8% (1.089) fines de extor­

sión políti ca (G ráfi co 2). Con respecto a los secues-

Gráfico 1. EVOLUCIÓN DEL SECUESTRO EN CO­
LOMBIA 
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Gráfico 2. SECUESTROS EXTORSIVOS 
(Políticos y económicos) 
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tras cometidos contra el personal de las fuerzas ar­

madas, 283 de los secuestrados pertenecen al 

Ejército (43.9%) y 361 a la Policía Nacional (56.1 %). 

En Co lombia no sólo la evo lución de los secuestros 

ha sido explos iva desde principios de la década pa­

sada, sino, en general, la de las actividades crimi ­

nales. Posada (1994) muestra cómo un shock transi­

torio en la tasa de cr iminalidad tiene un efecto per­

manente, si el shock inicial logra que quede desbor­

dada la capac idad de l aparato judicial de sancionar 

a los delincuentes, d ism inuyendo con ello los costos 

esperados por los crim inales de v io lar la Ley. Por 

otra parte, Gaviria (1998)2 explica que el cambio 

en la tendencia de los homicidios es expli cado por 

tres modelos de manera complementa ri a: en el pri­

mero, de manera similar a la expli cación de Posada 

(1994), basados en una externalidad global, los 

criminales concentran sus acti vidades delictivas en 

sectores determinados y congestionan el sistema de 

2 Muestra a part ir de la metodología propuesta por Perrón 
(1989), para identificar cambios estructurales en ser ies detiempo, 
que en 1980 se dio un cambio estructu ral en la tendencra de los 
hom ic idios cometidos en Colomb ia. 
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seguridad y justic ia, con lo cual disminuyen la pro­

babilidad de ser juzgados y sentenciados3; en el 

segundo y tercer modelo, basados en una exter­

nalidad loca l, la interacción entre criminales espe­

cializados y personas jóvenes logra la difusión de l 

know-how y de las "técnicas criminales" de los pri­

meros hac ia los úl timos y un cambio en los va lores 

morales de los jóvenes, lo cua l resul ta en una ma­

yor inclinación de éstos a cometer activ idades cri ­

minales. Desde otro punto de vista Rub io (2000) 

explica una situación aparentemente contradictori a 

que surgió en la década pasada, en la cual, mientras 

se percibía cada vez con mayor fuerza la agudiza­

ción del conflicto armado, la tasa de homicidios 

exhibía una continua y marcada conducta descen­

dente. 

En este artículo se hará énfas is en los motivos y 

causas que generan un tipo específico de actividad 

criminal: el secuestro extorsivo, el cual, lega lmente, 

se define como: "arrebatar, sustraer, retener u ocultar 

a una persona con el propósito de exigir por su li­

bertad: i) un provecho o utilidad; ii) que se haga u 
omita algo; iii) fines publicitarios; iv) conces iones 

de carácter político" (I nforme del Programa Presiden­

cial para la Defensa de la Libertad Personal, jul io 

de 1999) . De la defini ción anterior queda claro que 

el incent ivo a cometer un secuestro extorsivo es de 

ca rácter económico y se uti liza como medio para 

"asegurarse la provisión conti nuada de los recursos 

materi ales, humanos e incluso simbóli cos necesa­

rios" (Reinares, 1998) para financiar grupos que ac­

túan al margen de la ley y que buscan, o bien obje­

t ivos políti cos u obtener dinero mediante el uso de 

la intimidación a la población civ il. Rubio (2000) 

3 En la teoría neoclás ica del crimen (Becker, 1968), las acciones 
de los terrori stas son respuestas óptimas ante incentivos. Según 
esto, los cri mina les deciden aumentar sus activ idades ilegales 
cuando la probabilidad que perciben de ser captu rados y senten­
ciados o el tamaño del castigo dism inuyen. 



por su parté, cataloga la actividad del secuestro co­

mo "uno de los mecanismos más ágiles de acumula­

ción originaria de capital para entrar en las activi­

dades ilegales que con alta probabilidad conducen 

luego a la participación en la guerra". 

Si se tiene en cuenta que los datos disponibles para 

1999 tienen fecha de corte el 31 de julio de 1999, 

en el Gráfico 2 se observa una clara tendencia cre­

ciente de los secuestros con fines de extorsión eco­

nómica contra personal civil. En cuanto a los se­

cuestros con fines de extorsión política, en 1997 se 

registraron 457 casos, en 1998, 307 casos, debido 

principalmente a la arremetida de los grupos terro­

ristas con el fin de sabotear el proceso electoral que 

terminó en agosto de 1998; en lo que va corrido de 

1999 (a l 31 de julio) se han presentado 302 4
• Otro 

componente importante de la escalada del número 

de secuestros es la nueva forma de operar de la 

guerrilla, que con "retenes" en las carreteras del 

país secuestra personas de manera aleatoria y, una 

vez retenidos, estudia la capacidad de pago de sus 

familiares para decidir si continúa con la persona 

retenida y exige una suma de dinero por su libera­

ción o la deja en libertad; es por esta razón que a 

dichos retenes se les conoce como "pescas mila­

grosas", las cuales han logrado crear una atmósfera 

de miedo al hecho de viaj ar por las carreteras del 

país5, y desde el punto de vista de las organizaciones 

delictivas " ... son operativos que se realizan con un 

Esta cifra es igual a la observada durante todo 1998. Esto se 
debe al gran número de personas retenidas en dos incidentes 
ocurridos en los primeros siete meses de 1999 y que han sido 
clasificados como hechos de carácter político: el secuestro del 
avión de Avianca perpetrado por el ELN el 12 de abril de 1999 
y que cubría la ruta Bogotá-Bucaramanga; en este incidente fue­
ron retenidas 41 personas, de las cuales 24 habían recobrado la 
libertad antes del 31 de julio, y, el secuestro masivo en la iglesia 
"La María", al sur de Cali, donde 155 personas fueron secues­
tradas, de las cua les, 38 fueron liberadas por los secuestradores 
y 82 rescatadas por el ejército; 35 personas aún permanecían 
retenidas al 31 de julio de 1999. 

esfuerzo militar mínimo, son efectistas, difíciles de 

prevenir y complicados de contrarestar sin poner 

en pel igro a la poblac ión civil involucrada" (Revista 

Semana, marzo del 2000). 

Los grupos socioeconómicos mas afectados por el 

secuestro entre enero de 1996 y julio de 1999 han 

sido los políticos (1.089 secuestrados), los comer­

ciantes (820), los ganaderos (372) y los ingenieros 

(2 73 ). En cuanto a los agentes que han cometido 

los secuestros, la subversión (grupos guerrilleras) 

participa con el mayor número de secuestros, 3.955 

(65,5% de los casos reportados), de los cuales 

3.311 corresponden a retención de civiles y 644 a 

personal de las fuerzas armadas. Entre los otros 

grupos que cometen secuestros se encuentran la 

delincuencia común (1.065 secuestros) y las Auto­

defensas (85 secuestros); en 23,1% de los casos de­

nunciados no se ha logrado establecer la autoría6 

(Gráfico 3). 

Adicional a esta introducción el trabajo esta dividido 

en seis secciones. En la primera se presenta bre­

vemente una revisión del marco legal del secuestro 

en Colombia . La segunda sección muestra una re­

visión de la literatura económica del crimen. La 

tercera sección plantea los objetivos del modelo y 

hace algunas aclaraciones preliminares. En la cuarta 

Un hecho similar, en cuanto al componente aleatori o (y al­
tamente publicitado) de los secuestros es el siguiente: la proba­
bilidad de que un avión fuera secuestrado en Estados Unidos en 
1973 era menor al 0.0001 %, pero, el hecho de que los se­
cuestradores escogieran el avión de forma aleatoria hizo que 1 
de cada 4 americanos que tenía planeado un via je en av ión lo 
cancelara (Landes, 1973; citado en Sandler y Scott, 1987) . 

La dificu ltad en establecer el agente que comete el secuestro 
radica "en la confusión que crean algunos grupos delincuenciales 
que actúan como agentes al servicio de la subversión en la fase 
de retención de la víctima, que posteriormente es entregada a 
los grupos guerrilleros" Informe del Programa Presidencial para 
la Defensa de la Libertad Personal, julio 1999. 
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Gráfico 3. PRINCIPALES AGENTES QUE COMETEN 
LOS SECUESTROS (Enero 1996 -julio 1999) 
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se presenta la estructura del modelo en uno y dos 

períodos; los detalles de carácter más técnico se 

dejan para el Anexo 1 que se presenta al final del 

trabajo. la cuarta sección muestra algunas esta­

dísticas adicionales del secuestro en Colombia e 

intenta relacionarlas con el modelo presentado en 

la tercera sección. En la última sección se plantean 

las concl usiones del trabajo. 

B. Marco legal 

Aunque la motivación de este artículo es analizar, 

desde un punto de vista económico, los motivos 

que pueden llevar a una persona (o grupo) a cometer 

un secuestro, y estudiar las etapas de negociación 

que surgen entre la sociedad y los secuestradores 

para lograr la liberación de la persona secuestrada 

y las reglas de decisión óptimas de la sociedad y los 

secuestradores en cada etapa del juego que se ge­

nera, el papel que juega el Estado en la formulación 

y aplicación de las leyes que tienen que ver con el 

derecho a la libertad personal es crucial a la hora 

de eva luar cada estado de la negociación. Sin duda 

alguna, un marco lega l que establezca castigos 

drásticos a las personas que decidan secuestrar con 
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el fin de obtener una recompensa económica o una 

concesión política, y su efectiva aplicación, puede 

disuadir al secuestrador de intentar cometer el se­

cuestro, si éste percibe que la probabilidad de ser 

capturado cuando lo intente y ser sentenciado a 

una pena significativa es alta. 

En Colombia se han intentado formas legales de lu­

char contra el del ita del secuestro. En 1992 se pre­

sentó un proyecto de ley basado en una ley italiana 

que ayudó a reducir el secuestro en ese país. La 

propuesta que se hizo en ese momento y que des­

pués fue conocida como la Ley 40 de 1993 ("Ley 

antisecuestro") mantuvo vigencia entre el 19 de 

enero y el 24 de noviembre del mismo año. Dicha 

ley fue un primer intento lega l por aumentar los 

costos que los secuestradores podrían esperar si in­

tentaban cometer secuestros y resultaban capturados 

o, disminuir, legalmente, la probabilidad que estos 

percibían de que una vez cometido el secuestro 

iban a lograr persuadir a los familiares del secues­

trado de pagar para obtener la liberación de éste. 

La ley buscaba evitar que los rescates fueran pagados 

para lograr la liberación de los rehenes, aumentar 

las penas hasta un máximo de 60 años para los 

autores de secuestros, prohibir indultos o amnistías 

para los secuestradores y crea r una comisión com­

puesta por representantes de la Fiscalía, senadores 

y representantes que vigilasen su cumplimiento. La 

ley pretendía también que el costo esperado por los 

familiares de negoc iar la liberación del rehén no 

consistiera únicamente en el pago al secuestrador 
puesto que, al permitir la congelación de los bienes 

del secuestrado y sus familiares, hacía ilega l el pa­

go para la liberación del rehén. Recientemente en 

un editorial en el periódico El Tiempo, Lemas Sim­

monds refiriéndose a dicha Ley escribió: "La lógica 

de la ley antisecuestro era dura pero eficaz. No sólo 

colocaba por fuera del comercio la vida de los c iu­

dadanos y hacía imposible o extremadamente difícil 



su negociación, sino que convertía el pago de un 

rescate en un delito severamente castigado por la 

legislación penal". 

Doce de los artículos de la ley fueron demandados 

pero solamente tres de las demandas prosperaron: 

la vigilancia administrativa de los bienes del secues­

trado y sus familiares, la prohibición de pagar por 

la liberación del rehén o la posibilidad de acceder 

a un crédito para hacerlo y la agilización del proceso 

de condena cuando el secuestrador fuese capturado 

en flagrancia. 35 de los artículos de esta ley fueron 

aprnbados y mantienen vigencia, entre los que se 

encuentran castigos fuertes al secuestro extorsivo, 

coordinación para el manejo de la información y 

programas de asistencia a las personas secuestradas 

y sus familiares. 

Con respecto a la efectividad de la ley, en el Gráfico 

1 se aprecia una caída de cerca del 23% en los se­

cuestros entre 1992 (1 .320 secuestros reportados) y 

1993 (1 .017); si bien la disminución en el número 

de secuestros reportados que se aprecia entre estos 

dos años pudo deberse a que las personas decidieron 

no reportar a las autoridades los casos de secuestro, 

puede ser también que la ley, mientras mantuvo vi­

gencia, logró los efectos esperados por las autorida­
des7. 

C. La teoría económica del crimen 

Los modelos desarrollados por los economistas para 

describir el comportamiento criminal de los indivic 

duos se basan en el supuesto de la racionalidad de 

estos últimos. Desde los trabajos de Becker (1968) 

y Ehrlich (1973) una parte importante de la literatura 

Sin embargo, no ex iste consenso entre las autoridades sobre 
cuál de los dos efectos explica en mayor proporción la caída en 
el número de secuestros entre estos dos años. 

ha modelado la "oferta de crímenes" a partir de la 

decisión racional de los individuos de participar en 

actividades criminales, quienes buscan maximizar 

una función de utilidad esperada, en la cual, implíci­

tamente, balancean los beneficios y los costos de 

diferentes acciones que pueden llevar a cabo (Eide, 

1994 y 1997). El supuesto de racionalidad en el 

que se basan estos modelos implica que algunos in­

dividuos se convierten en criminales debido a los 

mayores beneficios económicos y de otro tipOS que 

pueden obtener de las actividades criminales cuando 

los comparan con los que obtendrían en una acti­

vidad legal, teniendo en cuenta, por supuesto, el 

riesgo que implica una actividad ilegal en lo que 

tiene que ver con la probabilidad de ser capturado 

y sentenciado y la severidad del castigo9 . 

La demanda de crímenes puede ser derivada implíci­

tamente de la función de demanda por servicios de 

seguridad y justicia. Debido a que un aumento en 

el gasto que decida hacer la sociedad en dicho sec­

tor tiene un costo de oportunidad (en términos de 

gasto que sacrifica en otras alternativas) la sociedad 

debe escoger un nivel de crímenes que estaría dis­

puesta a "tolerar". 

La cantidad de crímenes que se cometan no estará 

determinada únicamente por la racionalidad y las 

preferencias de los criminales potenciales sino 

también por el ambiente económico, social y legal, 

La racionalidad que suponen estos modelos no es puramente 
materialista ya que supone que muchos agentes están restringidos 
por consideraciones morales y éticas y, aunque resulte rentable 
un crimen, no sería cometido si dichas restricc iones predominan 

. (Becker, 1993). 

La literatura ha sido clara en mostrar que aún si se acepta 
que los criminales son amantes del riesgo, un aumento en la 
probabilidad de ser capturados y sentenciados tiene un mayor 
efecto disuasivo que un aumento en la severidad del castigo. 
Una buena referencia para estudiar los aspectos relac ionados 
con este punto es Eide (1994, cap. 2). 
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que a su vez está determinado por las políticas del 

Estado que tienen que ver con las oportunidades de 

empleo, educación, acceso a servicios básicos, etc, 

así como también por el gasto en seguridad y jus­

ticia que decida hacer la sociedad y las sentencias 

y castigos que imponga a los crimina les (Becker, 

1993). 

D. Objetivos y aclaraciones preliminares 

El modelo que se presenta no pretende exp licar la 

decisión óptima de un agente entre dedicarse 

actividades legales o ilegales sino que supone que 

hay un grupo de personas en la sociedad que tomó 

la decisión de dedicarse a retener a otras personas 

con el fi n de exigir por su liberación una suma de 

dinero o una concesión política10
. Dichas personas 

(los secuestradores) son racionales en cuanto a que 

evalúan de manera precisa los beneficios que ob­

tendrían si deciden secuestrar y los costos asociados 

a cometer el secuestro. Sandler y Scott (1987) iden­

tifican los siguientes "hechos estilizados" que co­

rroboran la hipótesis de la actitud racional de los 

terroristas 11
: 

o Los grupos terroristas clasifican las tácticas que 

adoptarán con base en un análisis costo-benefi­

cio esperado. 

10 Gupta (1990) desarroll a los fundamentos de la decisión in­
div idual de un agente rac ional entre dedicarse a actividades 
lega les e il ega les. Otra referencia es Bourguignon (1999), quien 
presenta un modelo en el cual los agentes, en el proceso de to­
mar la decisión de la actividad a escoger, evalúan la utilidad de 
dedicarse a acti vidades legales con un pago seguro e igual al sa­
lario de mercado, ó la utilidad de escoger una actividad ilegal, 
en la cual, con cierta probabi lidad de no ser captu rados {1-q) re­
ciben una recompensa derivada de la acti v idad ilega l y con 
cierta probabilidad de ser capturados (q) deben paga r un castigo 
monetario fij o impuesto por las autoridades. 

" Aunque en el caso de los secuestros los "hechos estilizados" 
no son directamente observables, los autores basan el supuesto 

. de raciona 1 idad de los terrori stas en estos hechos. 
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o Para reducir el riesgo, los terroristas diversifican 

su "portafolio de ataques" . 

o Los terroristas tienen tasas de éxito muy altas, 

incluso en los eventos de secuestros más ries­

gosos. 

o Los terror istas responden rápidamente ante cam­

bios en los costos relativos asociados a los dife­

rentes ataques que pueden cometer (por ejemplo, 

ante la modificación de la pena que se imponga 

a un delito determinado, los terroristas rápida­

mente recalculan los costos y beneficios de co­

meterlo). 

o Los terroristas se preocupan por preservar su 

vida y en la mayor parte de las ocasiones tienen 

preparados planes "de contingencia". 

Cuando alguien (o un grupo) toma la decisión de 

cometer un secuestro tiene en cuenta no sólo la 

probabilidad de que salga exitoso, por ejemplo, 

que el secuestro no se vea frustrado por la interven­

ción de la autoridad, sino también la probabilidad 

de que, una vez el secuestro ha sido cometido, los 

familiares de la víctima cedan ante las exigencias 

económicas que ell os hacen (si se trata de un delito 

de extorsión económica) o el gobierno ceda ante 

las exigencias políticas (si se trata de un delito de 

extorsión política)12
• 

Para simplificar el análisis nos concentraremos en 

los secuestros extors ivos (políticos y económicos) 

que, al buscar algún tipo de concesión de parte del 

gobierno o de la familia del rehén, terminan afec­

tando a la sociedad en general. Por lo anterior, será 

12 Atkinson et a1.(1987) muestran que las demandas "típicas" 
de los secuestradores son : dinero, liberación de rehenes ó divul­
gación de propaganda subversiva con objeti vos políti cos . 



la sociedad, incluyendo al gobierno, la que termi­

nará asumiendo los costos que implica el secuestro. 

En la realidad, sin embargo, no es la sociedad la 

que decide si paga o no para lograr la liberación del 

rehén sino cada familia de manera descentralizada. 

El secuestrador puede en muchos casos ser el mismo, 

lo cual hace que aprenda y desarrolle la forma de 

negociar con las familias que generalmente son 

inexpertas y terminan acorraladas por quienes ya 

aprendieron a negociar. La abstracción según la 

cual es la sociedad la que decide si paga o no, co­

mo se verá mas adelante, se hace con el fin demos­

trar que, cuando la decisión de pagar o no se toma 

de manera centralizada, la regla de decisión óptima 

incorpora la externalidad que se genera cuando se 

decide pagar y es distinta a la regla de la decisión 

óptima cuando son las familias las que deciden si 

pagan o no. Más adelante se volverá a este punto 

para explicar las diferencias que pueden existir, 

pero, por ahora, se supondrá que es la sociedad la 

que decide si negocia o no13
. 

Para el secuestrador, la decisión de cometer el 

secuestro dependerá del gasto disuasivo que decida 

hacer la sociedad (el gobierno) en cada período y 

de la probabilidad que percibe de que la sociedad, 

una vez cometido el secuestro, cederá ante sus 

exigencias. En el caso en el cual se analice más de 

un período dicha probabilidad dependerá, además, 

de la estrategia que haya escogido la sociedad so­

bre negociar o no con los secuestradores en el pe­

ríodo anterior; de esa forma, la decisión tomada en 

el presente por la sociedad sobre negociar o no con 

13 Esto supone que la sociedad tiene más argumentos para 
"construir reputación" que las firmas o las familias (Scott, 1990), 
si la probabilidad que percibe una familia de que le volverán a 
secuestrar a uno de sus miembros es muy pequeña (o nula). Sin 
embargo, los hechos reportados por la Fundación País Libre no 
descartan la posibilidad de que otros miembros de una misma 
familia sean secuestrados nuevamente. 

los secuestradores generará un efecto de reputación 

que alterará las probabilidades condicionales que 

los secuestradores esperan para el siguiente período. 

El modelo que se presenta muestra bajo cuáles cir­

cunstancias la sociedad debería comprometerse 

con una estrategia de no negociación con los se­

cuestradores, y bajo cuáles debe tomar ex post (una 

vez cometido el secuestro) la decisión de negociar 

o no con los secuestradores14
• Se dirá que el se­

cuestro es exitoso (para los secuestradores) si la so­

ciedad cede a las exigencias hechas por ellos para 

liberar al rehén y tal resultado depende de la capa­

cidad que estos tengan para persuadir a la sociedad 

de que el costo de no ceder en la negociación pue­

de ser mucho más alto que el costo de hacerlo. 

11. ESTRUCTURA DEL MODELO 

A. El modelo en un sólo período: la solución des­
centralizada 

El modelo que se presenta fue tomado de Lapan y 

Sandler (1988) y simplificado para explicar el caso 

colombiano. El modelo se basa en un incidente en 

el cual uno o más miembros de la sociedad son pri­

vados de la libertad por parte de un grupo secues­

trador que tiene como objetivo exigir alguna suma 

de dinero o una concesión de carácter político para 

liberar a los rehenes; con el propósito de simplificar 

el análisis, se supondrá que los rehenes no tienen 

ningún poder de decisión en cada uno de los estados 

de la negociación por lo cual serán tratados como 

14 Por ejemplo, Israel y Estados Unidos tienen una política c la­
ra de no negociar con terroristas. Sin embargo, en un incidente 
de secuestro en una escuela en Maalot, el 15 de mayo de 1974 
los israelíes decidieron negociar con los secuestradores por ha­
ber 21 niños entre los rehenes; cuando las negoc iac iones se 
rompieron los israelíes invadieron el colegio donde los niños es­
taban secuestrados y todos resultaron muertos en el operativo 
(c itado en Atkinson et al., 1987). 
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agentes exógenos15
• En la negoc iación actúan enton­

ces dos agentes, el secuestrador y, como se aclaró 

antes, la sociedad. Dado que la sociedad forma 

unas expectativas de los costos que puede afrontar 

si ocurren secuestros, escogerá un nivel de gasto en 

seguridad y disuasión tal que, como se verá mas 

adelante, minimice los costos esperados del se­

cuestro. En una primera etapa la sociedad (el go­

bierno) decide cuánto gasto disuasivo (0
1

) hacer; 

este gasto puede entenderse como una señal que 

emite la sociedad sobre su grado de preparación 

para frustrar los secuestros que se intenten cometer16
• 

En la primera etapa los dos agentes involucrados 

(sociedad y secuestrador) forman expectativas sobre 

las probabilidades de ocurrencia de cada estado 

del juego y de los "pagos" 17 y toman las primeras 

decisiones: la sociedad, la magnitud del gasto disua­

sivo y el secuestrador, si intenta o no cometer el se­

cuestro. En una segunda etapa, si el secuestro ocurre 

y no logra ser frustrado (por ejemplo, por la inter­

vención de la autoridad), la sociedad debe decidir 

si negocia y cumple las ex igencias del secuestrador 

o escoge una estrategia de no-negociación. 

El Anexo 2 muestra cada estado del juego y los pa­

gos para cada resultado final (entre paréntesis), que 

15 Sin embargo, pueden darse algunos casos en los que la per­
sona secuestrada toma parte act iva en la negociación. Como se 
narra en el libro "El rescate" de Herbert Braun, el secuestrado 
Uake Gambini) descubre que haciendo un ayuno permanente 
disminuye el valor de la mercancía que están transando (é l mis­
mo) y, ante la presión que esta acc ión ejerce sobre los secuestra­
dores, la "negociac ión" termina cerrándose por menos de una 
décima parte de la demanda inicial que hacían los secuestradores 
para liberarlo . 

16 Aunque el modelo no lo formaliza, el monto del gasto di­
suasivo que decida hacer a sociedad podría revelar alguna in­
formación sobre qué tan costoso es para ella enfrentar el delito 
del secuestro. 

17 Es decir, los va lores que se as ignan a cada resultado final co­
mo costos, castigos y recompensas. 
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dependerán de la estrategia que escoja cada agente 

y de las expectativas que cada uno de ellos tenga 

sobre la probabilidad de ocurrencia de cada estado 

del juego. En la parte superior de cada uno de los 

paréntesis del Anexo 2 se muestra el beneficio neto 

para el grupo secuestrador y en la parte inferior los 

costos netos para la sociedad. 

La estructura del modelo supone que la actitud del 

secuestrador frente al riesgo es neutral (ecuación 

1 ). Este tiene en un principio dos opciones: no in­

tentar cometer el secuestro y no recibir ninguna re­

compensa ó cometer el secuestro, en cuyo caso 

hay tres posibi 1 idades, i) que el secuestro sea frus­

trado e incurra en un costo neto (c)18
, ii ) que el se­

cuestro no sea frustrado y la sociedad decida no 

negociar, caso en el cual el secuestrador no recibe 

ninguna recompensa 19
, y iii) si el secuestro no es 

frustrado y la sociedad decide ceder, el secuestrador 

lograría su objetivo y recibiría la recompensa mas 

alta posible, la cual puede entenderse como la su­

ma de dinero o el equivalente monetario de la con­

cesión política que exige el secuestrador para liberar 

al rehén. 

El pago esperado por el secuestrador, Z
1

, dependerá 

entonces de la probabilidad (8) que éste le asigne 

18 Este cos to neto para el secuestrador puede entenderse como 
la detención, enjuiciam iento y sanciones, por parte de las autori­
dades, a los autores materiales que intentaron cometer el secuestro 
ó, inclusive, la muerte de éstos, por lo cual el grupo secuestrador 
dejaría de percibir un flujo de ingresos. Además, podría pensarse 
que la decisión de cometer el secuestro tiene un costo de oportu­
nidad para el secuestrador, en términos, por ejemplo, del sa lari o 
que deja de percibir por no estar dedicado a una actividad lega l. 

19 En el modelo original, el grupo secuestrador obtiene be­
neficios netos aún cua ndo la sociedad decide no negociar; éstos 
se derivan de la propaganda subversiva que logre hacer mientras 
dura el secuestro; sin embargo, para el tipo de secuestros que se 
cometen en Colombia y dada la gran cantidad de estos delitos 
podemos hacer abstracción de este beneficio. 



al evento de que el secuestro salga frustrado, dado 

un nivel de gasto disuasivo que escoja la sociedad, 

y de la probabilidad (p) que le asigne al evento de 

que la sociedad, una vez ocurrido el secuestro, de­

cida ceder en la negociación y pagar la suma exi­

gida (o hacer la concesión política que exigen los 

secuestradores): 

(7) 

donde: m > O, e > O 

La regla de decisión que sigue el secuestrador en 

esta etapa del juego es la de cometer el secuestro 

siempre que la recompensa neta esperada sea mayor 

(o igual) que cero, o, escrito de otra forma, siempre 

que los beneficios esperados sean mayores que los 

costos esperados: 

(1 - qt) 
c~C* = [p

1
m] (2) 

et 

La sociedad podría conocer qué determina los cam­

bios en la probabilidad de ocurrencia de los se­

cuestros: en efecto, un aumento en la probabilidad 

de que el secuestro no sea frustrado (7 - e) ó un 

aumento en la probabilidad que el secuestrador 

percibe de que la sociedad cederá una vez ocurrido 

un secuestro exitoso (pJ aumentarán la recompensa 

esperada por los secuestradores y por lo tanto la 

probabilidad de ocurrencia de nuevos secuestros. 

La sociedad tiene ~ntonces dos vías posibles para 

influenciar el pago esperado por los secuestradores 

y la probabilidad de ocurrencia de nuevos secues­

tros: la primera, aumentando el gasto disuasivo ro; 
disminuye la probabilidad de éxito que estos per­

ciben (7 - e)2° y, la segunda, haciendo el anuncio 

de que no negociará con secuestradores la 1 iberación 

de los rehenes, podría disminuir la recompensa es­

perada por éstos si dicho anuncio es creíble. La po-

lítica escogida por la sociedad de hacer un anuncio 

de no negociación se abordará mas adelante, des­

pués de haber visto los efectos que el mayor gasto 

disuasivo tiene sobre la probabilidad de ocurrencia 

de nuevos secuestros. 

La probabilidad que el secuestrador le asigna al 

evento de que el secuestro salga frustrado (qJ debido 

por ejemplo a la intervención de la fuerza pública o 

a fallas logísticas, depende directamente del gasto 

en defensa que la sociedad decida hacer en cada 

período (0 ); es decir, ante un mayor gasto disuasivo 

se esperaría que la probabilidad que percibe el secues­

trador de que el secuestro salga frustrado aumente, 

disminuyendo los beneficios esperados por éste: 

donde: H(O) = O 

limH(e) = 

et ~ 1 
H '(e

1
)>0 

H"(e
1 
J >o 

(3) 

Como se nota en la ecuación ecuación 3 el costo 

marginal de un mayor nivel de gasto disuasivo tien­

de a infinito si la sociedad pretendiera acabar con 

la totalidad de los secuestros21 (este punto se ilustra 

gráficamente en el Anexo 1 ). 

La segunda forma en la cual la sociedad podría in­

fluir sobre la decisión de los secuestradores es mo-

20 Esto supone que la eficienc ia marginal del mayor gasto di­
suasivo es siempre positiva y como se verá más adelante (ecuación 
3), decreciente. 

21 Ehrlich (1996) fue el primer autor en definir un mercado pa­
ra el crimen, en el cual el nive l "óptimo" de cri men se determina 
por cuestiones de oferta (la decisión de las personas de participar 
en actividades ilega les) y de demanda por servicios de protección, 
la cual determina, implíc itamente, la demanda por crímenes. 
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dificando la probabilidad que estos perciben de 

que esta escogerá la estrategia de ceder ante las 

exigencias que ellos planteen. Si, como se supuso 

antes, el secuestrador está motivado únicamente 

por el pago que recibiría si la sociedad decide ce­

der22, un anuncio creíble, y antes de que ocurra el 

secuestro, de que la sociedad no está dispuesta a 

pagar por la liberación de rehenes (i.e. anunciar) 

puede disuadir al secuestrador de intentar el secues­

tro ya que hace que los beneficios esperados de co­

meterlo sean negativos. Un requisito indispensable 

para que el anuncio de no negociación logre disuadir 

a los secuestradores de cometer el secuestro es que 

sea creíble; al respecto la siguiente afirmación de 

Mankiw (1990) es precisa: 

" ... lf there is nothing to be gained from kidnapping, 

rational terrorists won't take hostages. But, in fact, 

terrorists are rational enough to know that once 

hostages are taken, the announced policy may ha ve 
little force, and that the temptation to make some 

concession to obtain the hostages' release may be­

come overwhelming. The only way to deter truly 

rational terrorists is somehow to take away the dis­
cretion of policy makers and commit them toa rule 

of never negotiating. lf policy makers were truly 

unable to make concessions, the incentive for terro­

rists to take hostages would be substantially reduced" 

Entonces, si la sociedad, antes de cometido el se­

cuestro, hace el anuncio de que no está dispuesta a 

negociar la liberación de uno de sus miembros y el 

anuncio eleva el grado de credibilidad de las autori­

dades al respecto, podría generarse una caída impor­

tante de los beneficios netos esperados por el se­

cuestrador y por lo tanto en el número de secuestros. 

22 Es decir, se supone (como ya se había aclarado) que el se­
cuestrador no perc ibe ningún beneficio neto cuando la sociedad 
decide no negociar. 
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Si suponemos que la sociedad no conoce el grado 

de fanatismo o transigencia del grupo secuestrador, 

el costo en que incurre éste cuando el secuestro 

resulta frustrado (e) será una variable aleatoria con 

una función de densidad f(c)23• Desde el punto de 

vista de la sociedad, la probabilidad de que ocurra 

un secuestro es la probabilidad que existe de que; 

de la ecuación 2: 

e• 

prob{c <e*} = !2, = f (e) de 
o 

(4) 

Como se explicó antes, la probabilidad de que un 

secuestrador intente cometer el secuestro (Q) de­

pende de la probabilidad que éste le adjudica al 

evento de que la sociedad ceda una vez ocurrido y 

de la probabilidad de que el secuestro salga frustra­

do; de las ecuaciones 2 y 4: 

(5) 

El secuestrador se verá desmotivado a intentar come­

ter un secuestro siempre que se reduzca la probabi­

lidad de éxito del secuestro, vía mayor gasto disua­

sivo (o mayor eficiencia de este), o siempre que se 

reduzca la probabilidad que él percibe de que la 

sociedad va a ceder en la negociación24. 

Independientemente de si el secuestrador intenta o 

no cometer el secuestro la sociedad, siempre incurrirá 

en un costo fijo que es el gasto disuasivo que deci-

23 De nuevo, los "hechos estilizados" del terrorismo mundial 
muestran que pocas misiones terroristas son suicidas y, en la 
mayoría de los casos, los terroristas tienen planes de contingencia 
(o de escape) que minimizan los riesgos de ser capturados 
(Atkinson et al. , 1987). 

24 En otros términos: an., 
-< 0 
a o, 

an, 
-<0 
dp, 



da hacer en cada período. Adicionalmente, en caso 

de que el secuestrador decidiera intentar el secuestro 

hay las siguientes tres opciones: i) que el secuestro 

sa lga frustrado y la sociedad no incurra en ningún 

costo neto adicional25
, ii ) que el secuestro no sea 

frustrado y la sociedad dec ida no negociar por lo 

que el costo adicional para esta es n,, que dependerá, 

en gran parte, de lo que suceda con la v ida del se­

cuestrado o cuanto tiempo permanezca retenido, y 

ii i) que el secuestro no sea frustrado y la sociedad 

dec ida ceder ante las ex igencias del secuestrador, 

caso en el cual ésta incurre en un costo fijo h; este 

costo estará determinado principalmente por la 

suma de dinero que se pague al secuestrador por la 

liberación del rehén o por la concesión de carácter 

polít ico que se haga; un componente adicional de 

este costo puede ser aquel adjudicado por la socie­

dad al hecho de ceder ante las presiones de un gru­

po que está actuando al margen de la ley. 

Si la sociedad decide tomar la dec isión de negociar 

o no después de que el secuestro ha sido cometido, 
ésta entrará a negociar sólamente si hacerlo es me­

nos costoso que no negociar. Antes de que ocurra 

el secuestro los costos esperados por la sociedad 

están dados por: 

E(TC, ) = H (e,) +.a, (1 - e,) E[min(n,, h)J (6) 

donde: 

n,: costo en el que incurre la sociedad cuando de­

c ide no negociar. 

h: costo en el que incurre la sociedad cuando de­

cide negociar. 

25 Sin embargo, podría pensarse que la sociedad percibe bene­
ficios netos de frustrar un secuestro debido a la seña l que emite 
de que el gasto en defensa resul tó efectivo. 

El primer térm ino de la ecuación 6 es el gasto di­

suasivo que la soc iedad dec ide hacer en cada pe­

ríodo y el segundo término es la probabilidad de 

que ocurra un secuestro por la probabilidad de que 

no sa lga frustrado por el costo esperado de la de­

cisión que tome la sociedad en cuanto a ceder o no 

a las ex igencias del secuestrador. 

El costo en el que incurre la sociedad cuando deci­

de no negociar (n,) se comporta como una variable 

aleatori a con función de densidad g(n) debido a 

que la sociedad, ex ante, no sabe cuál será el costo 

(en términos de las vidas de los rehenes o el tiempo 

que permanezcan secuestrados) de escoger esta 

estrategia, ya que no sabe cuál será el grado de 

transigencia del grupo terrori sta como reacción a la 

escogencia de dicha estrategia. 

La sociedad escogerá entonces un nivel de e, (i.e. o; 
tal que los costos esperados sean minimizados. Si 

se relaciona e·, con aquel nive l de gasto disuasivo 

que minimiza los costos esperados por la sociedad, 

es dec ir: 

e·, = argmin {E(TC,)J 
e, 

Entonces, la cond ición de primer orden asoc iada a 

la ecuación ecuac ión 626, el nivel óptimo de gasto 

disuas ivo i) aumenta cuando la probabilidad de 

oc:Jrrencia de un secuestro (.Q,) aumenta, i i) aumenta 

cuando el costo esperado de la negociación aumenta 

y iii ) aumenta cuando la habilidad de la fuerza pú­

blica en disuadir secuestros aumenta, (cuando .!2
01 

= .Q,I e, aumenta) es dec ir, cuando el efecto del 

gasto disuasivo en prevenir secuestros es más efec­

ti vo. Tal como lo plantea Ehrli ch (1996), debido a 

26 La condición de primer orden asoc iada a la ecuación 6 es: 

Q 
H '(e,) = -i (1 -e,) E{min(n, 1 h)] + D, E {min(n, 1 h)] 

t 
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que los serv ic ios de protección tienen un costo, el 

nivel óptimo de gasto disuasivo será aquel que 

iguale los costos marginales de un mayor gasto en 

defensa con los costos de oportunidad de haber uti­

li zado esos recursos en otros sectores de la eco­

nomía. 

Si suponemos que la sociedad es aversa (o, en el 

lími te, neutral) al ri esgo y el costo ad ic ional en que 

incurre ésta si cede ante las ex igencias del grupo 

secuestrador (h) cae dentro del rango en el que 

fluctúa se debe cumplir que: 

E[min(n
1

, h)]::; minE (n
1

, h) (7) 

Como se mostró atrás, si la probabilidad de que 

ocurra un secuestro es una función creciente de la 

probabilidad que percibe el secuestrador de que la 

sociedad cederá una vez ocurrido un secuestro (p¡, 
el nive l ópt imo de gasto disuasivo será una función 

crec iente de lo que la sociedad piensa que es la 

probabilidad que el secuestrador le as igna al evento 

de que ésta cederá en caso de un secuestro exito­

so27. Si el secuestrador tuviera información completa, 

es decir si conociera cuál es el comportamiento de 

la sociedad y conoc iera también la verdadera distri­

bución de los costos en que incurre la sociedad 

cuando no cede (n
1 

), la cons istencia de expectativas 

lo llevaría a fijar la probabilidad de que la sociedad 

ceda, una vez cometido el secuestro, según la si­

guiente regla: 

p
1 

= prob(n
1 
> h) 

En caso de que los secuestradores tuvieran informa­

c ión completa, tendrían incentivos a cometer el se-

27 Este punto será importante más adelante cuando se p lantee 
una conjetura sobre la posibili dad de que la sociedad ca iga en 
un problema de inconsistenc ia temporal. 
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cuestro siempre que el costo (supuestamente cono­

cido por ellos) que le as igna la sociedad a no ceder 

sea mayor que el costo exig ido por éstos para la 

liberac ión del rehén. 

Hasta este punto, las reglas de decisión (o estrategias 

de cada jugador) están definidas para cada uno de 

los agentes en las diferentes etapas del juego. Este 

conjunto de estrategias, sumadas a los posibles re­

sultados cuando actúa la naturaleza, determinan el 

(los) equilibrio(s) del juego. En otras palabras, si ca ­

da jugador conoce de antemano cúa l es la estrategia 

que debe escoger en cada etapa del juego contin­

gente a los resultados cuando actúa la naturaleza se 

ti ene definido el equ ilibrio del juego (Owen, 1995). 

Si la sociedad decide anunc iar una estrategia de no 

negociación y suponemos que Q determina la proba­

bilidad ex ante de ocurrencia de un secuestro cuan­

do el comprom iso es creíb le (i.e. Q = F(8
1 
,0), en­

tonces los costos esperados por la sociedad cuando 

decide hacer el anuncio, antes de ocurrido el se­

cuestro, de que no está dispuesta a negoc iar la libe­

rac ión de los rehenes son : 

(8) 

Donde E(n
1

) son los costos esperados por la soc iedad 

cuando el secuestro no es frustrado y esta mantiene 

la decisión de no negociar. Una comparac ión de 

las ecuac iones 6 y 8 implica que si el compromiso 

de no negociación con el secuestrador logra eliminar 

todos los secuestros (!2
1 
=O cuando se eva lúa en e·), 

entonces la estrategia de hacer el anuncio de no 

negoc iación domina a la estrategia de tomar la de­

c isión de manera ex post a la ocurrencia del secues­

tro. Sin embargo, si el anu ncio que hace la sociedad 

no logra disuadir a los secuestradores de cometer el 

secuestro, podría darse el caso en el cua l el anuncio 

resulta más costoso si, después de ocurrido el se­

cuestro, el costo de ceder es menor, es decir, si : 



E(n
1

) > E[min(n
1

, h) (9) 

Si el anuncio de no negoc iación que hace la soc ie­

dad no es creído por los secuestradores o si éstos 

manejan información perfecta sobre los costos que 

afrontará la sociedad, la probabi lidad de ocurrencia 

de nuevos secuestros será mayor que cero (!2
1 
> 0), 

y la sociedad podría enfrenta r un problema de in­

consistencia temporal dado que aferrarse al compro­

miso de no negociación, que anunció antes de que 

ocurriera el secuestro, podría impli car costos más 

altos que cambiar su estrategia después de ocurrido 

éste. Sin embargo, suponer que el grupo secues­

trador conoce perfectamente los costos que afronta 

la soc iedad si decide negoc iar y la verdadera distri­

bución de los costos si decide no negociar es bastan­

te irrea lista, por lo cual seguiremos suponiendo que 

el secuestrador no conoce de antemano estos costos 

y el cá lculo de los beneficios esperados lo hace con 

base en expectativas sobre las probabilidades de 

ocurrencia de cada evento y de los pagos esperados. 

Para comparar el ni vel óptimo de gasto disuas ivo 

con y sin anuncio de una estrategia de no nego­

ciac ión, la condición de primer orden asoc iada a la 

ecuación 8 debe ser eva luada en el nivel e·
1 
que 

minimiza el costo cuando no hay anuncio. Dicha 

comparación, si bien no arroja resultados definitivos, 

implica que el nivel ópt imo de gasto disuas ivo bajo 

la estrategia de no negociación puede exceder el 

ni ve l de gasto cuando la decisión de ceder se toma 

después de cometido el secuestro, siempre que los 

costos de no negoc iar (n ) sean altos o cuando Q 
1 1 

está cerca del valor !2
1

, caso en el cual el anuncio 

de no negoc iación no logra disuadir a los secues­

tradores de intentar el secuestro. 

Los posibles beneficios que se atribuyen al hecho 

de que la sociedad anuncie, antes de ocurrido el 

secuestro, una estrategia de no negoc iación vienen 

pri ncipa lmente de la capacidad que pueda tener el 

anuncio de reducir la probabilidad que el secues­

trador le asigna al evento de que la soc iedad cederá 

una vez el secuestro haya sido comet ido (disminuir 

y por lo tanto el pago esperado por los terror istas), 

disminuyendo con esto la probabilidad de ocurren­

cia de nuevos secuestros. 

Sin embargo, como se verá mas adelante, si la socie­

dad incumple reiteradamente sus anuncios de no 

negociac ión, generará costos adicionales, debido a 

que los secuestradores percibirán una mayor pro­

babilidad de que la soc iedad incumpla de nuevo el 

anuncio con lo cual se aumentará el número de se­

cuestros. 

B. El modelo en dos períodos: efectos de reputación 

Hasta ahora no se han tenido en cuenta los costos 

ad icionales que puede tener, en períodos posterio­

res, la decisión de ceder ante las ex igencias de los 

secuestradores para lograr la liberación de un rehén. 

Cuando la sociedad decide negociar con los secues­

tradores la liberación de rehenes, se genera una 

externalidad ya que, dado que los secuestradores 

forman sus expectativas sobre la probabilidad de 

que la soc ied.·1l ceda en caso de un nuevo secuestro 

con base en 1 .: ec isión que ésta tomó en cuanto a 

ceder o m_, -~ · 1 el período anterior, entonces, al ce­

der, la sociedad estará aumentando la probab ilidad 

que los secuestradores perciben de que volverá a 

hacerlo en el caso de un nuevo secuestro. La socie­

dad incurre en un costo adic ional por el hecho de 

que los secuestradores perciban una mayor proba­

bilidad de que ella cederá, ya que esto aumenta los 

beneficios netos esperados por los secuestradores 

y, por lo tanto, la probabilidad de ocurrencia de 

nuevos secuestros. Estos costos se conocen como 

costos de reputac ión28
. 

Si denotamos p/+
1 
a la probabilidad que el secues­

trador le asigna al evento de que la soc iedad ceda 
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en caso de que ocurra un nuevo secuestro, se pue­

den asumir tres escenarios de cá lculo de las expec­

tativas por parte de los secuestradores, depend iendo 

de cuál fue la estrategia escogida por la soc iedad 

en el período anterior: i) si en el período t no hubo 

oportunidades de negoc iación (ya sea porque no 

ocurrió ningún secuestro o porque resultó frustrado) 

podemos suponer que la probabilidad asignada por 

los secuestradores al evento de que la sociedad 

ceda en el siguiente período no cambia: p =p ; ii ) t f+ 1 

si la soc iedad, después de ocurrido un secuestro, 

no ced ió ante las ex igencias de los secuestradores 

en el período t, entonces la probabilidad esperada 

por los secuestradores de que la soc iedad ceda en 

el siguiente período será menor: p = pN <p · y 
t+ 1 t+ l- t 1 ' 

iii) si la sociedad cedió ante las ex igencias de los 

secuestradores en el período t, la probabilidad que 

le asignan los secuestradores a que esta ceda de 

nuevo es mayor que la que asignaban al mismo 

evento en el período anterior: p =pe > p 
1+ 1 t+l- t' 

Si ll amamos }
1
+1 (p,+) a los costos esperados minimi­

zados desde el punto de vista de la sociedad, enton­

ces los costos de reputación estarán dados por la 

diferencia entre las dos situac iones posibles (ceder 

vs. no ceder): 

(10) 

La intuición de tener en cuenta los costos de reputa­

ción es que si la sociedad cede en un período y eso 

hace que aumente la probabilidad que perciben los 

secuestradores de que lo hará de nuevo en el siguien-

28 En el modelo original los costos de reputación pueden no 
ser importantes si los secuestros son de carácter extorsivo político 
y los gob iernos no tienen posibili dad de ser reelegidos, ya que se 
considera "difícil " que un gobierno pueda heredar (ante los se­
cuestradores) la reputación del gobierno anterior. Sin embargo, 
como suponemos que la soc iedad es la que asume los costos del 
secuestro, los costos de reputac ión adqu ieren relevanc ia. 
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te período, entonces se aumenta el beneficio neto 

esperado por ellos y por lo tanto la probabilidad de 

ocurrencia de un nuevo secuestro, lo cual genera 

costos ad icionales para la sociedad. 

Si la sociedad toma la decisión de ceder o no a las 

ex igencias de los secuestradores después de que ha 

ocurrido el secuestro, la regla de decisión ópti ma 

que debe seguir es la de ceder únicamente si los 

costos de hacerlo, teniendo en cuenta los costos de 

reputac ión en va lor presente, son menores que el 

costo de no negociar: 

n, > [h + 8L1,+7 ] (17) 

donde 8 es la tasa de descuento. 

Con la anterior regla de dec isión, la sociedad estaría 

incorporando la externalidad negativa que genera 

cuando toma la decisión de ceder y la opción que 

escoja en cuanto a negociar o no será óptima desde 

el punto de vista social. 

El gasto disuasivo que escoge la soc iedad antes de 

ocurrido el secuestro será aquel que minim ice los 

costos esperados, teniendo en cuenta los costos de 

reputación en los que incurre si decide ceder. Cuan­

do hay dos períodos, los costos totales esperados 

por la sociedad antes de que ocurra el secuestro 

son: 

E(TC,) = H (8,) + 8[(7 - !1, ) + !1,81 Ut+t (p)l + !1, 

(1 - e, ) {8 U,+ l (pNI+I)] + E(min[n, ' h + M ,jp, )]) (72) 

El primer término en la ecuac ión ecuación 12 es el 

gasto disuas ivo; el segundo es el costo, en va lor 

presente, del siguiente período cuando no hay posi­

bilidades de negociación en este período y el tercer 

término contiene los costos esperados minimizados 

del siguiente período, en valor presente, si en el 

presente dec ide no negoc iar más los costos espe-



radas de la fase final del secuestro dependiendo si 

decide ceder o no en el presente período29. 

De las ecuaciones 11 y 12 la probabilidad ex-ante 

de que la sociedad ceda está determinada por la 

probabilidad de que el costo de ceder, incluyendo 

el va lor presente de los costos de reputación, sea 

menor que el costo de no ceder a las exigencias de 

los secuestradores: 

a, = prob[n, > (h + oL1,+ 1 (p, ))] 

Entonces, cualquier aumento en los costos que la 

sociedad le adjudique a "perder reputación" (L1,+
1
) 

disminuirá, ceteris paribus, la probabilidad que 

percibe el secuestrador de que la sociedad cederá 

ante sus exigencias, dada la información de períodos 

anteriores. Como los costos de reputación que afron­

ta la sociedad dependen de la forma como el secues­

trador calcu la las expectativas sobre p,, y de la for­

ma como éste recalcula las reglas de decisión, la 

escogencia del nivel óptimo de gasto disuasivo 

depende de las condiciones iniciales y de la forma 

como los secuestradores aprendan a modificar sus 

creencias30
• 

Si, al igual que en el caso de un só lo período, supo­

nemos que el secuestrador no maneja información 

perfecta, las expectativas que él forma sobre p,+
1 
se 

verán, supuestamente, afectadas por la estrategia 

29 En el modelo original, debido a que el gobierno actúa de 
parte de la sociedad en los secuestros extorsivos políticos, se tiene 
en cuenta también la probabilidad de que el gobierno sea reelegido. 

30 Si la forma como los secuestradores calculan las expectativas 
sobre p,+, no dependiera de la decisión de la sociedad en el pe­
ríodo t, o si los secuestradores manejaran información perfecta 
sobre los costos que afronta la sociedad en cada posible estado 
del juego, entonces los costos de reputación no deberían ser te­
nidos en cuenta y la regla de decisión óptima para la sociedad 
sería igua l que en el caso de un sólo período. 

escogida por la sociedad en el período anterior. A 

medida que el secuestrador aprende y sus expec­

tativas futuras sobre p
1 

están determinadas por las 

desiciones que tomó la sociedad en períodos an­

teriores, cada vez que la sociedad decide ceder an­

te las presiones del secuestrador se incrementarán 

los secuestros futuros, y el pago por la liberación de 

un primer secuestrado se convierte en una "cuota 

inicial"3 1
. Scott (1991 ), con una base de datos de 

165 secuestros ocurridos entre 1968 y 1983, mostró 

empíricamente que los gobiernos efectivamente 

intentan construir reputación, no con "mano dura" 

en las negociaciones sino negando de entrada las 

posibilidades de una negoc iación con secuestra­

dores. 

Una conjetura que se deriva del modelo es que la 

sociedad podría caer en una situación de inconsis­

tencia temporal si la decisión de negociar la libera­

ción de rehenes se toma de manera descentralizada. 

Si cada fami lia toma la decisión (óptima desde el 

punto de vista privado pero no necesariamente 

desde el punto de vista socia l) de ceder ante las 

exigencia de los secuestradores (porque el costo de 

ceder es menor que el costo de no hacerlo), aumenta 

la probabilidad que éstos perciben de que en el 

siguiente cáso de secuestro también lograrán su ob­

jetivo. Adicionalmente, como dijimos antes, si el 

gasto disuasivo depende directamente de la probabi­

lidad que la sociedad cree que el secuestrador le 

adjudica al evento de que esta ha de ceder, entonces, 

la respuesta óptima es aumentar el gasto disuasivo 

para disuadir el cada vez mayor número de intentos 

de secuestros inducido por la dec isión tomada (por 

3 1 Al respecto, para muchos co lombianos es claro este punto, 
por ejemplo Lemas Simmonds en su col umna de El Tiempo 
aborda este punto deciendo: "Como cada día se paga más, y por 
rnás co lomb ianos, cada día los bandidos secuestran más. Es el 
círculo vicioso en su peor expresión y por eso mismo romper lo 
es la máxima prioridad nacional ". 
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cada famili a de manera descentralizada) en el pre­

sente de ceder en las negociaciones. 

En un trabajo rec iente, Rubio (2000), se propone 

que se estudie la posibilidad de "pagarle a la gue­

rrill a, con fondo públi cos, el equiva lente a lo que 

está recogiendo con secuestros. Se trataría en últimas 

de un esquema de distribución del ri esgo que tendría 

menos consecuencias negativas que la deplorable 

situac ión actual en la que se hacen toda clase de 

malabares políticos, lega les y éticos para seguir to­

lerando, y tácitamente estimulando, una práctica 

condenada si n titubeos en cualquier sociedad demo­

crática". Hago la cita textual y me detengo a comen­

tarla pues, aunque parezca razonab le analizada en 

un marco estático (sobretodo en una situac ión des­

bordada y desesperada como la que actualmente 

vive Colombia en materi a de secuestros), los incen­

tivos perversos que dicha política generaría única­

mente se pueden resumir en un mayor número de 

amenazas (y porqué no, nuevos secuestros) de se­

cuestro, y peor aún, legitimizados. 

En caso de que la soc iedad decida anunciar una es­

trategia de no negociac ión e incumpla reiterada­

mente dicho anuncio, los secuestradores terminarán 

por no creerl o y percibirán un aumento en la proba­

bilidad del evento de que la sociedad ceda y de la 

recompensa esperada de cometer nuevos secuestros. 

Si bien es cierto que en el corto plazo la relación 

que predice el modelo entre gasto disuasivo y nú­

mero de secuestros es negativa (a mayor gasto di­

suasivo deberían esperarse un menor número de 

intentos de secuestro y viceversa), si llega ra apresen­

tarse el prob lema de inconsistencia temporal que 

se mencionó atrás, y si el efecto sobre la probabi 1 idad 

de ocurrencia de nuevos secuestros de una mayor 

probabilidad de que la sociedad ceda en las negocia­

ciones domina el efecto negativo que el mayor gas­

to disuasivo pueda tener sobre dicha probabilidad 
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(ecuación 4), no sería ilógico pensar que la relación, 

en el largo plazo, entre el número de secuestros y el 

gasto disuasivo sea positiva. Esta hipótesis será re­

tomada en la siguiente sección. 

C. Cifras adicionales y algunas conjeturas derivadas 
del modelo 

Algunas cifras ad icionales sobre secuestros en Co­

lombia se encuentran disponibles desde principios 

de 1996 hasta el 31 de julio de 1999. Estas incl uyen 

datos sobre la situación actual de los secuestrados, 

gastos en defensa, departamentos más afectados, 

número de extranjeros secuestrados, distribución 

por grupo guerrillero de los secuestros cometidos 

por la subversión y resultados de los operat ivos por 

parte de las autoridades. Deb ido al corto período 

para el cual se dispone de cifras sobre secuestros en 

Colombia, la estimación formal de algunos de los 

parámetros del modelo no sería confiable. Sin em­

bargo, a continuación se retoman algunas de las 

cifras disponibles y, con la ayuda de gráficas y al­

gu nos cá lcu los sencil los, se construyen ciertos indi­

cadores que podrían ayudar a dilucidar la magnitud 

de algunos parámetros del mode lo32
• 

Una primera relación que puede derivarse del mo­

delo es la que existe entre el gasto disuasivo y el nú­

mero de secuestros. El objeti vo del gasto en defensa 

planteado en el modelo es disuadir a los secues­

tradores de cometer este delito33 • En el Gráfico 4 se 

muestran la relación entre el gasto en defensa como 

proporción del PIB y el número de personas secues­

tradas por cada millón de habi tantes34
• 

32 Sin pretender, por supuesto, que los indi cadores construídos 
estén absueltos de críti cas. 

33 Sin embargo para efectos reales debería tenerse en cuenta 
no sólo el monto del gasto en defensa sino también su efi cienc ia, 
tema que esta fuera de los alcances del modelo planteado y de 
este trabajo. 



Gráfico 4. GASTO EN DEFENSA Y NÚMERO DE 
PERSONAS SECUESTRADAS (1980-1998) 
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Fuente: Policía Naciona l, Banco de la Repúb lica y cá lculos del 
autor. 

En el Gráfico 4 se nota una clara tendencia crec iente 

del gasto en defensa a partir de 1991, muy posible­

mente como respuesta al aumento en el número de 

crímenes que se dio desde principios de los años 

80 y específicamente en el número de secuestros 

por cada millón de habitantes que ocurrió entre 

1986 (6 secuestros por cada millón de habitantes) y 

1991 (49) . Una segunda fase que se puede identificar 

en el gráfico ocurre entre 1991 y 1994; el aumento 

en el gasto entre 1991 y 1994 parece lograr disminuir 

el número de personas secuestradas por cada millón 

de habitantes en este último año a 30. En el último 

período identificado (1995-1 998) el número de 

personas secuestradas por cada millón de habitantes 

más que se duplica y el gasto en defensa como pro­

porción del PIB aumenta en aproximadamente 0,5 

puntos porcentuales. Por lo tanto, en este último 

período el aumento del gasto en defensa parece no 

lograr su objetivo disuasivo. 

34 La medida del gasto en defensa que se utiliza incluye las cau­
saciones de gastos del Ministerio de Defensa, la Policia Naciona l 
y el DAS. Si bien la proporción del gasto en defensa que se utiliza 
para combatir el secuestro es una parte del gasto total en defensa, 
supondré que esa proporción es constante, lo cua l hace que no se 
alteren las conclusiones que se obtienen de un análisis gráfico. 

El análisis gráfico permite entrever una relación 

inversa, al m'enos en el corto plazo, entre el número 

de secuestros y el gasto en defensa tal como lo pre­

dice el modelo. Sin embargo, si se mira dicha rela­

ción desde una perspectiva de más largo plazo la 

relación existente entre estas dos series es diferente 

y concuerda con lo planteado en la sección anter ior 

sobre la posible existencia de un problema de in­

consistencia temporal. 

En el Gráfico 5 se nota que la relación de largo pla­

zo entre el número de secuestros y el gasto en de­

fensa no ha sido inversa en el largo plazo sino di­

recta, es decir, el aumento en el gasto en defensa ha 

venido acompañado en los últimos años de un ma­

yor número de secuestros. Dicha relación podría 

en parte expli carse por el efecto dominante que ha 

podido tener, en los ultimas años, la mayor probabi­

lidad que pueden estar percibiendo los grupos de 

secuestradores de que las familias cedan en las ne­

goc iaciones para lograr la liberac ión de los secues­

trados, haciendo mayores los incentivos a cometer 

nuevos secuestros. 

Otro aspecto que identifica el modelo son las pro­

babilidades de éxito y fracaso que evalúan los te-

Gráfico 5. GASTO EN DEFENSA Y NÚMERO DE 
SECUESTROS 
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rroristas cuando deciden cometer un secuestro. Co­

mo se supuso anteriormente, las activi.dades delic­

tivas tienen tasas de éxito bastante altas. Con la 

información disponible de "Situación actua l de los 

secuestrados" del informe del Programa Presidencial 

para la Defensa de la Libertad Personal se construyó 

un indicador de éxito y de fracaso para los casos de 

secuestro en Colombia. Si suponemos que los secues­

tradores logran su objetivo si las personas son libe­

radas por disposición de ellos o si se encuentran to­

davía cautivos, y fracasan en su intento si las perso­

nas secuestradas han sido rescatadas por las autori ­

dades, se han fugado, han sido liberados bajo presión 

o el secuestro fue frustrado desde un principio, enton­

ces la tasa promedio de éxito, entre 1996 y lo corrido 

de 1999, podría estar cerca a 80% (Cuadro 1 ). 

Las personas que fueron asesinadas mientras se 

encontraban en cautiverio (Cuadro 1) no son ten idas 

en cuenta para la construcción de los indicadores 

de éxito y fracaso. El objetivo de los secuestradores 

no es asesinar a la persona sino conseguir el pago 

de un rescate o una concesión de tipo político para 

li berarla. Es importante hacer la distinción entre el 

caso de secuestro frustrado con secuestrador 

castigado, en el cua l el secuestrador incurre en un 

costo neto, y los casos en los cuales la sociedad de­

cide no ceder, el rehén se fuga o es liberado bajo 

presión de las autoridades sin la captura del secues­

trador. Si tomamos la probabilidad de fracaso de un 

secuestro como aquellos casos en los cua les los se­

cuestradores incurren en un costo35, dicha proba­

bilidad es cercana a 18%. Esta probab ilidad es la 

que los secuestradores perciben , en el modelo , de 

que el secuestro ha de sa li r frustrado. 

Una aproximación a los costos económicos que 

afronta la sociedad por concepto del delito del se­

cuestro ha sido cuantificada en algunos estudios; si 

bien es cierto que se pueden obtener algunas esti­

maciones del pago que hace la sociedad por la li­

beración de un rehén, ese no es el único costo que 

afronta la sociedad. Dicho costo debería incluir 

también los ingresos que deja de percibir la sociedad 

Cuadro 1. SITUACIÓN ACTUAL DE LOS SECUESTRADOS 

1996 1997 1998 

Liberado 494 885 1.107 
Cauti vo 122 26 1 899 
Rescatado 241 25 1 310 
Muerto en cautiverio (M .C.) 82 79 64 
Fugado 17 32 26 
Liberado por presión 18 3 41 
Frustrado 14 2 14 
Tota l 988 1.513 2.461 
Tota l muertos en cautiverio 906 1.434 2.397 

Resultados para los secuestradores 
Éxitob 68 80 84 
Fracasoc 32 20 16 

a Datos hasta el 31 de julio 
b Éxito= (liberados+ cautivos)fTotai-M.C.) 
e Fracaso= (rescatado+ fugado+ liberado bajo presión + frustado)/(tota l -M.C.). Incluye persona l civi l y mi li tar 
Fuente: Programa Presidencial para la Defensa de la Libertad Personal. 
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por el hecho de que la persona secuestrada no esté 

generando ingresos y los costos asociados a una 

mayor incertidumbre sobre los rendimientos de los 

proyectos de inversión generada por la posibilidad 

de un secuestro. Trujillo y Bernal (1998) estimaron 

que el pago promedio de los rescates de los secues­

tros urbanos (descontando del total de secuestros 

los de carácter político y los realizados por la gue­

rrilla) era en 1996 de $82 millones corrientes36 . De 

la información suministrada por el Programa Presi­

dencial para la Defensa de la Libertad Personal se 

calculó un pago promedio por rescate de $350 mi­

llones. La diferencia entre las dos cifras podría ex­

plicarse por las diferencias de infraestructura delic­

tiva entre la delincuencia común y los grupos 

guerrilleros, es decir, mientras estos últimos secues­

tran, con fines económicos, personas con mayor 

capacidad de pago, la delincuencia común, al tener 

una "i nfraestructura delictiva" menos elaborada, 

escoje víctimas de menor perfil por las que puede 

exigir rescates de menor cuantía. Otra cifra se obtuvo 

de una entrevista al director de los grupos Gaula de 

la Policía Nacional publicada en la Revista Semana: 

"en los primeros 7 meses del presente año (1999) fue­

ron rescatadas 271 personas, que han evitado que las 

organizaciones dedicadas al secuestro obtengan más 

de $70.000 millones extorsionando a los familiares 

de los plagiados", dichas cifras implican un promedio 

de pago por secuestrado de $260 millones, no muy 

lejana de las calculadas por las otras fuentes. 

Vale la pena hacer la salvedad de que el manejo de 

casi todas las cifras que se tienell!sobre el delito del 

secu~stro debe h~cerse ¡6n c_autela; las cifras pro­

medio que se obt1enen son solo eso: promedios, y 

35 Suponiendo que el secuestrador es capturado en el operativo 
de rescate. 

36 Supon iendo una inflación promedio en los últimos tres años 
de 18,5% ésta cifra equivale a í 40 millones de pesos de 1999. 

no reflejan, desde ningún punto de vista, casos co­

munes que sean susceptibles de comparación. 

111. CONCLUSIONES 

Si bien las razones de la escalada del número de se­

cuestros que se cometen en Colombia pueden ser 

varias, el modelo que se presentó muestra que la 

decisión tomada de manera descentra! izada por 

cada familia o firma de pagar por la liberación de 

una persona secuestrada lleva a que los grupos de 

secuestradores perciban que aumenta la probabi­

lidad de que en el próximo secuestro también re­

cibirán la suma de dinero o la concesión política 

que exijan para la liberación del rehén y el resultado 

será, para estos grupos, un incentivo cada vez ma­

yor a cometer nuevos secuestros. Según el modelo 

planteado, si aumenta la probabilidad de ocurrencia 

de secuestros la respuesta óptima del gobierno es 

aumentar el gasto disuasivo, es decir aquel nivel de 

gasto destinado a prevenir secuestros. 

Las cifras muestran que el gasto en defensa se ha 

disparado en los últimos 4 af)os pari-passu con el 

número de personas secuestradas por cada millón 

de habitantes. El efecto que parece haber dominado, 

según lo anterior, es el que tiene que ver con la ma­

yor probabilidad que perciben los secuestradores 

de que la sociedad pagará cuando es secuestrado 

uno de sus miembros, haciendo con ello " rentable" 

la actividad delictiva del secuestro. 

La principal conclusión que se deriva de este estudio 

es la siguiente: mientras la sociedad (familias, firmas, 

políticos, fuerzas armadas, etc.) no "internalice" la 

externalidad negativa que está generando cuando 

paga por la liberación de un secuestrado, es difícil 

pensar que el número de secuestros se vaya a re­

ducir. Debido a que el incentivo a no pagar el res­

cate exigido por la liberación de un rehén puede 

ser nulo, dicha política debe ser abarcada por las 
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normas legales del país. Por inclemente que pueda 

parecer esta recomendación, penalizar el pago de 

rescates es la forma de reducir de manera importante 

las altas tasas de rentabilidad que la industria del 

secuestro ha adquirido en Colombia y la única for­

ma viable de hacerlo es en el marco legal. La tarea 
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es entonces clara y consiste en reducir los incentivos 

que perciben los secuestradores, ya sea aumentando 

la magnitud o eficiencia del gasto disuasivo o com­

prometiéndose con una política clara que no permita 

negociar (con dinero o mediante concesiones po­

líticas) la vida de una persona. 
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Anexo 1. ANÁLISIS DE ESTÁTICA COMPARATIVA 

En este anexo se muestran algunas de las relaciones entre las va­
riables del modelo que se presentó. En la sección del artículo en 
la que se analiza el modelo en un sólo período, se dijo que la 
probabilidad de ocurrenc ia de secuestros (ecuación 4) dependía 
inversamente de la probabil idad de que el secuestro sa lga frus­
trado. Formalmente esta relación se puede derivar de las ecuacio­
nes ecuación 1, ecuac ión 2, ecuación 4 y ecuación S a partir de 
la regla de Leibniz (Sydsaeter y Hammond, 1995, pgs. 547 -549): 

r-e, (p,m) - (7 - e, )(p,m)] 
= f(c*) 

donde, simplificando términos se obtiene: 

e, 

-p ,m 
f(c*) --<0 

fr, 
(A 1) 

es decir, cuando aumenta la probab ilidad de que el secuestro 
resulte frustrado, la probabil idad de ocurrencia de un nuevo 
secuestro disminuye. 

Una segunda relación que se deri va del modelo es que cuando 
aumenta la probabilidad que perciben los secustradores de que 
la sociedad pague por la liberac ión del secuestrado, la proba­
bi lidad de ocurrencia de nuevos secuestros aumenta, fo rmal­
mente: 

-(7 - e,; 
f(c*) ---- m <O (A2) 

P , e, 

Otro punto que puede formali za rse se refiere a la condición de 
primer orden asociada a la ecuación 6, de la cual se deriva el 
gasto disuasivo óptimo. De esa condición se deriva la estát ica 
comparativa que muestra cómo cambia el gasto disuasivo cuando 
cambia el costo de la negociación de un secuestro. La condic ión 
de primer orden asociada a la minimización de la ecuación 6 es: 

fl, 
H '(e,) = ilf., - -- (7 - e, )A, 

e, 

donde: A,= E[min(n,, h)J es el costo esperado de la negociación. 

Para conocer cómo cambia el gasto disuasivo (conociendo la 
relación que ex iste entre esta variable y la probabil idad de que 
un secuestro salga frustrado) cuando cambia el costo esperado 
de la negociación se debe derivar implícitamente la condición 
anterior con respecto a A( forma lmente tenemos: 

de• ¡ Q 
2
Q ] dO* H '(e ) 

- [H" (e ) = -' A - -- (7 - e• )A -- + --'-
t t 1 1 

dA, e, fr , dA, A, 
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(AJ) 

despejando, 

H'(e,) 

de•, A, 
> 0 (A4) 

dA, fl, 2f2, 

H"(e,) - A,+ (7 - 8*, )A, 
e, (J2 

t 

de la ecuación 3, el costo marginal del gasto d isua-sivo es 
positivo, creciente y tiende a infini to si se pretend iera frustrar la 
totalidad de los secuestros. En el Gráfico A 1 se ilustra mejor este 
punto. 

Hasta ahora sabemos que H '(e,) > O, H"(ej > O, y de la ecuación 
A 1 sabemos que: 

--< 0 
e, 

Si (como ya se mostró) el cambio en la probabilidad de ocurrencia 
de secuestros cuando aumenta la probabilidad de que estos re­
sulten frustrados es negati vo, pero suponemos que dicho cambio 
es cada vez menor (i.e. ';· so) , entonces podemos conclu ir que 
cuando aumenta el costo esperado de la negociac ión (Aj, el 
gasto disuasivo óptimo deberá aumentar (ecuación A4). 

Gráfico Al. COSTO MARGINAL DE LA ERRADI­
CACIÓN DE SECUESTROS 

CMg 

%de secuestros frustrados 100 



1- n, 

Anexo 2 

Sociedad escoge el nivel de gasto (Dt) 

Dadas las expectativas y el gasto 
disuasivo, el secuestrado decide si 

secuestra o no 

n, 

Período t+7,efectos 
de reputación 

Período t+ 1 ,efectos 
de reputación 
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